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DEMOCRACIA Y CONDUCTA DE LOS GOBERNANTES

I. El Estado es la organización jurídico-política de un pueblo sobera-
no definitivamente asentado en un territorio determinado, sobre el que
ejercita imperio, en donde, mediante gobernantes y derecho, pretende
desarrollar su existencia de manera progresista, justa y digna.

II. Del anterior concepto derivamos que el Estado, ante todo, es orga-
nización social, vida comunitaria, pluralidad de seres humanos que com-
parten ideales y propósitos de superación. Solo en sociedad el hombre se
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realiza, sólo en ella puede desarrollar sus facultades intelectuales y, en
buena medida, también las somáticas. En efecto, el hombre aislado emi-
tiría sonidos, sobre todo onomatopéyicos, pero no lenguaje que implica,
cierto, un emisor, pero también un receptor que, a su vez. se convierte
en emisor. En el lenguaje, aunque los hay y de hecho lo son, no se trans-
miten sonidos, sino ideas, representaciones mentales, raciocinios sobre
la naturaleza, el universo, el hombre mismo o sobre conceptos y elucu-
braciones intelectuales. La vida humana tiene, en el reencuentro, en la
convivencia, su sentido y explicación.

III. La vida social, empero, es fácil de ser comprendida, pero difícil
de ser practicada. Los hombres entendemos sus bondades, pero no
siempre las valoramos y las respetamos. La convivencia implica riva-
lidad, creencia egoísta de que somos mejores y de que siempre, indi-
vidualmente nos asiste la razón. Craso error. Para disiparlo surge el
diálogo y el compromiso. Digámoslo con términos de ciencia política:
la concertación, el convenio, por tanto el Derecho, están en la base de
la vida política.

IV. La vida humana, si bien es un abigarrado e incesante cuadro de
interacciones, no puede tampoco componerse de un arreglo de uno con
cada uno de los demás, respecto de todos los temas. Alguien debe poner
las bases del entendimiento y la forma de llevar a cabo las relaciones
sociales. Alguien debe ocuparse de determinar las formas de conducir la
vida social, para que de esta todos se beneficien. Esta determinación
debe ser obligatoria y prevista, por tanto general y no casuística; debe
ser expuesta a todos los integrantes de la vida social, para que no argu-
menten su desconocimiento y no la acaten. De ahí el proverbio jurídico
conforme al cual "La ignorancia de la norma no exime de su cumpli-
miento” . Las normas jurídicas son, por tanto, coactivas. ¿Qué implica
esta afirmación?.

V. Implica el poder público, el poder político, que viene a ser la facul-
tad de dirección y de administración de la sociedad, para que en ella sus
integrantes se desenvuelvan con libertad, con igualdad, con seguridad y
con dignidad. La vida social la acuerdan y la realizan los humanos, con
total independencia de voluntad divina. Los hombres, en el curso de la
historia
aceptaron el basamento teocrático del poder, contenido en la fórmula
Omni potestas a Deo: pero hoy, desde el inicio del Estado contemporá-
neo con los clarines libertarios de la Revolución Francesa, le dejamos a
Dios el espíritu, y el poder nosotros lo establecemos, lo autorizamos, lo
ejercitamos de una manera o de otra y lo controlamos. Es elocuente, al
respecto, nuestro artículo 39 constitucional: “ La soberanía nacional resi-
de esencial y originariamente en el pueblo, l odo poder público dimana
del pueblo y se instituye para beneficio de éste. El pueblo tiene en todo

y todavía resabios fundamentalistas mueven conciencias
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tiempo el inalienable derecho de alterar o modificar la forma de su
gobierno” .

VI. Si el Estado, que es e implica poder, se establece por designio del
pueblo y si su objetivo es servir al propio pueblo, es decir, ser instru-
mento para la dignificación de sus miembros, debe ser por esencia
democrático; y solo es democrático cuando todos sus integrantes se
ajustan, en todos sus comportamientos, a las reglas generales derivadas
de la razón y de la concertación, es decir, cuando todos y todo se some-
ten a Derecho, siendo la Constitución la primera y suprema manifesta-
ción de la legalidad. De ahí que redundantemente, para que no haya
dudas, se habla de “ Estado de Derecho

VII. En el Estado de Derecho nadie se escapa de la legalidad. Esta no
es sólo vínculo-mores de los gobernados, sino también, y más, caracte-
rística de los gobernantes.

En efecto, en el Estado, el poder no debe ser arbitrario, pues de serlo,
sería injusto, y por tanto negación de su esencia de servicio para la
humana dignidad. El poder debe ejercitarse en los términos, con las
modalidades, bajo las formas y durante el tiempo que el pueblo autorice
mediante normas. Así, en el Estado, deben ser los gobernantes los Pri-
meros en someterse a las normas del Derecho. Sólo así tienen auténtica
autoridad y total respetabilidad.

VIII. Mediante el sometimiento de la autoridad al Derecho, los parti-
culares pueden constatar el correcto desempeño del poder y proceden,
motu proprio, a acatar las disposiciones de los gobernantes; pero si se
percatan de que tales disposiciones no se ajustan a Derecho o que el
raciocinio autoritario no se apega a las normas, esto es, si la orden del
gobernante no está fundada ni motivada, pueden impugnarla y no aca-
tarla; tienen el control de la legalidad, y como ésta es garantía individual
que, a su vez, es parte imprescindible de la Constitución, opera el con-
trol de la constitucionalidad. Si no hay este control, tampoco hay demo-
cracia, ni auténtico Estado. Los gobernantes, por tanto, deben actuar
siempre conforme a Derecho.

IX. La Constitución es la ley suprema y primera del Estado. Para
serlo, advirtieron los revolucionarios del gorro frigio, una tal ley debe
consagrar y hacer efectivos dos principios: los derechos del hombre — hoy
decimos los derechos humanos, y en México siempre les hemos deno-
minado “ garantías individuales— y la división de poderes — que los teó-
ricos modernos denominan “ distribución orgánica del poder público—

Cada órgano del Estado tiene genéricamente detalladas sus compe-
tencias en la Constitución y detalladamente en las leyes necesarias para
llevarlas a cabo.

X. Aquí entramos al meollo del asunto, en este punto se cruzan nues-
tras ideas con las de Godolfino Juárez Mejía: los gobernantes no deben
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actuar con prepotencia ni autoritariamente; no están por encima de los
gobernados, ni su función es ilimitada; son humanos que por diversas
circunstancias, temporal y aún vitaliciamente, están al frente de respon-
sabilidades políticas, mismas que deben desempeñar con sencillez, sin
complejos de superioridad y sin ambiciones personales, salvo las que se
refieran a su honor y a su satisfacción de haber bien actuado.

Al respecto hay que tener presente que el poder significa distinciones
y privilegios. La satisfacción de haber sido seleccionado y tal vez elegi-
do; y el privilegio de haber conducido al pueblo hacia su superación y
bienestar. Mas no menos cierto es el hecho de la proclividad a perpe-
tuarse o a ejercitar indebidamente el poder. Montesquieu lo advirtió: “ Es
natural que aquel que detenta el poder, tiende a abusar de él” . La histo-
ria de todos los pueblos nos certifica y comprueba la veracidad de este
pensamiento. La corrupción y el desvío del poder no es de ahora ni vicio
exclusivo de México. Es mal universal y eterno. Reconocerlo no es
aceptarlo; es constatar su factibilidad para introducir los correctivos
necesarios; es tener conciencia de sus nefastos efectos, para luchar por
su total erradicación.

XII. De esta manera, en todos los puntos del globo, se habla e insiste
en la responsabilidad de los servidores públicos; y esto en todos los
Estados que se consideren democráticos. Los agentes de gobierno deben
responder de sus actos; pero responder no en el sentido de contestar, de
dialogar y de entenderse con alguien, sino en otro sentido precisado por
la Real Academia de la Lengua Española: “ Responder, Estar uno obli-
gado u obligarse a la pena y resarcimiento correspondiente al daño cau-
sado o a la culpa cometida” . “ Responsabilidad. Deuda, obligación de
reparar y satisfacer, por sí o por otro, a consecuencia de delito, de una
culpa o de otra causa legal. Der. Capacidad existente en todo sujeto acti-
vo de derecho para reconocer y aceptar las consecuencias de un hecho
realizado libremente” .

Se colige de lo anterior que el individuo que tenga en suerte ser gober-
nante de un pueblo, o miembro de la burocracia indispensable para que
el Estado cumpla con sus cometidos, debe en todo tiempo y dentro de
sus competencias, desempeñar leal y patrióticamente el cargo, para con-
tribuir al bien y a la prosperidad del pueblo. Por tal motivo, cualquier
individuo que trabaje para el Estado debe prestar la protesta de guardar
la Constitución y las leyes que de ella emanen.

XIII. Los gobernantes y sus auxiliares, son indispensables en el
Estado; ellos lo hacen actuar, que sea realmente marco de convivencia
digna y progresista, Estos individuos, en la teoría jurídica universal, lle-
van el nombre de “ funcionarios públicos” ; expresión con que también
fueron identificados en nuestro país, hasta 1982, año en que se reformó
el título cuarto de la Constitución para, en lo sucesivo, llamarles “ servi-
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dores públicos" en homenaje, recuerdo y reconocimiento al general 
Morelos quien, dl justificar la institucionalidad que requería el Estado en 
gestación, para subrayar que lo movía el bien del pueblo de México y 
ninguna ambición personal de mando al emitir sus "Sentimientos de la 
Nación" se hizo llamar "Siervo de la Nación". 

Aunque es lógico que los gobernantes deben conducirse conforme a 
las leyes, y que ninguna de estas les confiere facultades arbitrarias o 
perjudiciales sin fundamento, el propio Presidente de la Madrid propuso 
-y se aceptó por los legisladores de todo el país- que en dos precep- 
tos de la Constitución, se especificaran los principios o parámetros de 
conducta que deben observar los servidores públicos: legalidad, honra- 
dez, lealtad, imparcialidad, eficiencia y eficacia. Estos parámetros o 
principios son ley, derecho objetivo, normas constitucionales. Sujetarse 
a ellos es suficiente, sin necesidad de formular y comprometerse a un no 
coactivo "código de ética", como lo acordó el Presidente Fox. 

XIV. Con fino bisturí, el doblemente licenciado, en Economía y en 
Derecho, Godolfino Juárez, hace la disección de los diversos tipos de 
responsabilidades en que pueden incurrir los servidores públicos, pero 
no sólo exponiendo la Constitución y la respectiva ley reglamentaria, 
sino haciendo propuestas y sugerencias tendientes a perfeccionar el 
marco legal de las responsabilidades. 

Es la propia Ley Fundamental la que decreta los casos, que no todas 
las hipótesis, de responsabilidades de los servidores públicos, sobre todo 
para quienes gozan de fuero, no como prerrogativa personal, sino como 
escudo protector de las funciones públicas, a fin de que quienes tienen 
la misión de cumplimentar los fines y servicios del Estado, lo realicen 
sin presiones ni amenazas o con la cotidiana comparecencia ante los tri- 
bunales, pues en tales casos no podrían o mal podrían realizar las accio- 
nes y expedir las decisiones que, dentro de la ley, estimen necesarias 
para mantener la concordia, el progreso y el entendimiento entre los 
individuos. 

Nos advierte el autor que la responsabilidad no es tema de nuestro 
tiempo, sino que ha preocupado a todos los pueblos, a lo largo de toda 
la historia. Fue conocida en Roma v en España, por tanto en nuestro 
territorio, durante el virreinato, y no inicamente el famoso "juicio de 
residencia". sino tambikn mediante los procedimientos conocidos como 
visitas, pesquisas e informes: "~odían; escribe Juárez, hacerse visitas 
generales o visitas específicas. Las primeras incluían a las actividades de 
todo un virreinato o capitanía general, mientras que las segundas se cir- 
cunscribían a la gestión de un funcionario determinado o asunto en par- 
ticular. Las autoridades visitadas estaban obligadas a otorgar al visitador 
todas las facilidades para el mejor cumplimiento del encargo". 



Al ejemplificar con casos históricos, el maestro chiapaneco nos hace 
evocar la conducta reciente del actual titular del Ejecutivo Federal: "En 
1868 se aplicó por primera vez un grupo de diputados republicanos radi- 
cales en contra del Presidente Andrew Johnsoii con el pretexto de que se 
habia dirigido al Congreso de modo irreverenle". 

XV. Aunq~ie hubo ordenamientos jurídicos que fincaron responsabili- 
dad a los funcionarios-servidores del Estado inexicano en el siglo xix, 
sobre todo el político siguiendo el modelo aiiglo-americano del impe- 
achnient. son las leyes del siglo xx las que más nos interesan porque nos 
son más próximas y la última, la de 1982, mucho más, porque es la que 
está en vigor. Su evolución y análisis comparado nos los proporciona la 
obra que se comenta. Así. nos recuerda la ley aprobada por el Congreso 
de la Unión, por iniciativa del Presidente López Portillo, en la que con una 
especie de recato se tipificó como causal el "enriquecimiento inexplica- 
ble" que, se comentaba en la prensa aludiendo a la corrupción, era "per- 
fectamente explicable. pero absolutamente injustificable"; por eso hoy en 
día. ajustándonos a la realidad, se denomina "enriquecimiento ilícito". 

Las leyes se discuten y aprueban por los legisladores para regular cier- 
ta materia, ciertas y precisas relaciones sociales. Su acataniiento hace 
eficaz al Estado, lo cual no siempre acontece porque intereses de grupo, 
falta de instituciones o de personal o indiferencia popular las vuelve utó- 
picas y aspiraciones intrascendentes. Esto aconteció con las leyes de res- 
ponsabilidades de la recién concluida centuria: lo que hace decir a nues- 
tro autor que "Si la eficacia de las leyes se mide por el cumplimiento de 
sus propósitos, debe señalarse que los resultados de la aplicación de 
estas leyes no fueron satisfactorios. Las obligaciones establecidas para 
todos los funcionarios y empleados no eran observadas sistemáticamen- 
te ... Se llegó a decir que sólo se aplicaban a los humildes carteros". 

XVII. El Presidente de la Madrid, sabedor del grave problema de la 
corrupción, realizó su campaña electoral y su gobierno con el lema de 
"Renovación moral de la sociedad", lema que explica el porque de sus 
iliiiovaciones en la materia, principiando por la Constitución y por la ley 
reglamentaria, como ya quedó dicho, y por la creación, por reforma a la 
L,ey Orgánica de la Administración Publica Fcderal, de la Secretaría de 
la Contraloría y Desarrollo Administrativo y de las Contralorías internas 
de cada dependencia y entidad de las dos ramas -central y paraesta- 
tal- de la Administración Pública federal. 

Hoy día se ha avanzado en el combate a la corrupción que, incluso ha 
solisticado sus métodos con intermediación de instituciones financieras 
del extranjero. La protección constitucional, el fuero, opera en materia 
l~e~ ia l .  Se protege asi el ejercicio de la función, lo que no implica impu- 
iiidad. pies la Cámara de Diputados puede acordar el desafuero, que 
desde 1982 se llama "declaración de procedencia". Existen tres tipos de 



responsabilidades y sus respectivas sanciones: responsabilidad adminis- 
trativa, responsabilidad penal y juicio politico. Cada uno de los procedi- 
mientos respectivos son expuestos con sencillez, claridad y concisión 
por Juárez Mejía. Así, de las fases del procedimiento de la declaración 
de procedencia, escribe: "Su propósito es evitar que por banderías polí- 
ticas o venganzas personales quede a merced de personas interesadas el 
desarrollo normal de una función pública que por su importancia mere- 
ce ser protegida ... en la declaración de procedencia no se quita el fuero al 
servidor público, sino que se separa a éste del cargo, con lo que el ser- 
vidor público pierde el privilegio que se deriva de la función, y de esta 
forma dejar a la autoridad competente en posibilidad de ejercitar la 
acción penal: Dicho antejuicio conserva las formalidades esenciales del 
procedimiento, como lo establece, por seguridad jurídica, el artículo 14 
constitucional. En tal virtud hay denuncia o querella ante la Cámara de 
Diputados, queja que después debe ser ratificada, se turna a la Sección 
Instructora de la Comisión de Jurisdicción de la Cámara de Diputados. 
Dicha Sección cuenta con sesenta días para formular su dictamen, aun- 
que el plazo puede ampliarse. En ese período la Sección debe practicar 
las diligencias necesarias para cumplir su cometido. Elaborado el dicta- 
men, el Presidente de la cámara hace saber que esta se erigirá en "Jurado 
de Procedencia". El sujeto imputado debe ser legalmente notificado de la 
denuncia y tiene garantía de audiencia, tras lo cual los integrantes de la 
cámara determinarán si ha lugar o no a separar de su cargo al indiciado". 

XVIII. También en forma escueta expone la tramitación del juicio 
político. Respecto de las sanciones de éste desti tución e inhabilita- 
ción- opina sobre sus efectos y alcances. Claro que formalmente el 
individuo destituido puede "al día siguiente", ser nombrado para el 
mismo cargo; pero ¿quien será o habrá gobernante que se atreva a seme- 
jante ridículo, dándole nuevo cargo al recién destituido? ~ n a ' t a l  actitud 
podría ser causa de que a él mismo, se le fincara una responsabilidad, 
incluso la política. El individuo culpable queda estigmatizado y a ese 
cargo no volverá; difícilmente sería reciclado con el mismo nivel, en 
breve lapso. Hay sanciones no escritas, convencionalismos políticos, si 
se quiere. Tiene razón el autor al señalar que la inhabilitación es una pri- 
vación de empleo en el servicio público. 

XIX. Las responsabilidades administrativas, que constituyen la gran 
novedad de la ley de la materia, es ampliamente desmenuzada y expli- 
cada en el libro que se comenta. Dejamos al lector el placer de descubrir 
directamente los raciocinios de Godolfino Juárez. La lectura directa es 
más productiva, pues, como él mismo sostiene, en esta materia aun que- 
dan por definir cuestiones de gran interés e importancia. 

El economista-abogado concluye con sugerencias. Entre otras, preci- 
sar cual código procesal es el aplicable en forma supletoria; precisar los 






